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RECOMENDACIÓN NÚMERO 067/2017 

Morelia, Michoacán, a 17 de agosto de 2017 

CASO SOBRE VIOLACION AL 

DERECHO A LA INTEGRIDAD Y 

SEGURIDAD PERSONAL 

LICENCIADO JOSÉ MARTIN GODOY CASTRO 
PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO 

LICENCIADO JUAN BERNARDO CORONA MARTÍNEZ  
SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA EN EL ESTADO 

1. La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán, con

fundamento en los artículos 1, párrafo primero, segundo, tercero y quinto, 

102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 96 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Michoacán de Ocampo, así como los preceptos 1, 9, 17, 60, 79, 80, 82, 83 y 

84 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, 1°, 2°, 

fracciones I, IV, VI y VII, 4°, 5°, 10, 15 fracciones I y III, 16, 17, 30 fracción III, 

75 fracción IV, 98 fracción III, 101, 102, 103 y 104 del Reglamento Interior 

que la rige, es competente para conocer del asunto y ha examinado los 

elementos contenidos en el expediente de queja MOR/ 9 9 9 / 2 0 1 5 ,  de 

XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, por 

hechos presuntamente violatorios de los derechos humanos cometidos en su 

agravio y de XXXXXXXXXX, consistentes en violación a la dignidad humana, 

por la comisión de actos consistentes en tratos crueles, inhumanos y 
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degradantes que constituye una ofensa a la dignidad humana, atribuidos a 

José Luis Hernández Herrera, Policía Ministerial de la procuraduría 

General de Justicia del Estado y Antonio Campos Infante, Policía Rural 

de Pátzcuaro, Michoacán, de acuerdo con los siguientes: 

ANTECEDENTES 

2. En relación a la queja que da origen a la presente investigación, se

determina que el 03 tres de junio de 2015, aproximadamente a las 14:00 

horas, llegaron aproximadamente 10 diez personas encapuchadas, y 

detuvieron a la quejosa XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX, 

esposo e hijo de la quejosa, así como a un hermano de la misma y un primo 

del agraviado XXXXXXXXXX, y que inmediatamente los subieron a en 03 

tres camionetas sin logotipos y los trasladaron durante aproximadamente 30 

treinta minutos, posteriormente los bajaron en una casa y los encerraron en 

un cuarto, separándolos en dos cuartos diferentes, en donde la quejosa 

refiere que se escuchaba la tortura a la que sometieron a los agraviados.  

3. Que como a las 02 dos o 03 tres de la mañana los regresaron a

Puácuaro, un tanto retirado de su domicilio, sin embargo, se llevaron 

detenido a XXXXXXXXXX. La quejosa manifestó que el día domingo (día 

siguiente de los hechos), se dispusieron a buscar a XXXXXXXXXX, en 

diversas oficinas de la Secretaria de Seguridad Pública de Pátzcuaro, 

Erongarícuaro y Quiroga, sin tener resultados favorables. Que una cuñada 

de la quejosa, fue quien localizó a XXXXXXXXXX, en la Procuraduría 

General de Justicia del Estado, misma que les informo que éste se 

encontraba detenido por el delito de abigeato en esta Ciudad Capital.  
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4. La quejosa también refirió que, esta es la segunda ocasión por la que su

esposo (XXXXXXXXXX), es detenido por el mismo delito. En ese tenor el día 

05 cinco de octubre de 2015, presentó queja asignándole el número de 

expediente MOR/999/15. 

5. Así mismo, el 06 seis de octubre de 2015 dos mil quince, esta Comisión

Estatal de los Derechos Humanos, recibió la comparecencia de 

XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, a la cual se le asignó el 

número de expediente MOR/1011/15, y que dicha narración refiere los 

mismos hechos de la queja interpuesta por XXXXXXXXXX, los cuales se 

tienen por reproducidos. Con fecha 14 de enero de los corrientes, se ordenó 

la acumulación de la queja número MOR/1011/15, en virtud de que las 

quejas guardaban relación entre sí, por tratarse de los mismos hechos y la 

misma autoridad señalada como presunta responsable en ambas, quedando 

en trámite únicamente el expediente MOR/999/15, por ser el más primitivo. 

EVIDENCIAS 

6. Respecto a los hechos denunciados por la parte quejosa como

presuntamente violatorios de los derechos humanos, atribuidos a la 

autoridad señalada como responsable, se cuenta en el expediente de queja 

con las siguientes pruebas: 

a) Acta de comparecencia de fecha 05 cinco de octubre de 2015,

mediante la cual XXXXXXXXXX narra los hechos motivo de la

presente queja. (Fojas 1 a 2).
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b) Acta circunstanciada con misma data, recabada en las instalaciones

de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán de

Ocampo, en el área de separos, en donde personal de este

Organismo se entrevistó con el agraviado XXXXXXXXXX, quién refirió

que: “ El sábado 03 tres de octubre de 2015, aproximadamente a las

12:00 del medio día, elementos de la Fuerza Ciudadana, nos

detuvieron y comenzaron a golpearme a patadas en el pecho,

estomago, y cabeza, y me taparon los ojos, además de una bolsa que

me cubría la cabeza y me esposaron, y al mismo tiempo me decían

que declarara lo que ellos querían. Estos hechos ocurrieron en

Pátzcuaro en las instalaciones de la Policía que se encuentra en la

salida a Morelia, los policías que participaron en mi torturan fueron 03

tres, mismos que me tuvieron toda la tarde y noche; posteriormente

me sacaron al campo para darme toques con una chicharra, además

de volverme a golpear y patear. Aproximadamente a las 02 dos o 03

tres de la mañana me trajeron a las instalaciones de la Procuraduría

General de Justicia del Estado, además quiero manifestar que se

dejaron mi camioneta color blanca.

c) Oficio con data 22 veintidós de octubre de 2015, firmado por Erick

Fidel Ruiz Mejía, Segundo Comandante de la Unidad Fuerza Rural de

Pátzcuaro, Michoacán, mediante el cual rindió informe de los hechos

motivo de la presente queja, mismo que negó los hechos, en donde

arroja la carga de la prueba a la parte quejosa. (Foja19 a 32).

d) Certificado médico de integridad de XXXXXXXXXX, firmado por el

Perito Médico Forense Omar Haro Avalos (Foja 23).
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e) Informe Policial Homologado de fecha 03 tres de octubre de 2015.

f) Oficio número 296, de fecha 27 veintisiete de octubre de 2015,

firmado por Marco Daniel Iñiguez Arce, Policía Ministerial del Estado,

Responsable de la Región Pátzcuaro, mediante el cual rindió informe

de hechos. (Foja 34 a 40).

g) Acta circunstanciada de fecha 27 veintisiete de noviembre de 2015,

en las instalaciones del Cereso “Lic. David Franco Rodríguez”. (Foja

46).

h) Escrito de fecha 04 cuatro de enero del hogaño, firmado por la

quejosa. (Foja 48 a 49).

i) Queja por comparecencia de XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX y

XXXXXXXXXX, de fecha 06 seis de octubre de 2015. (Foja 53 a 54).

j) Certificado médico de lesiones de XXXXXXXXXX, suscrito por el

doctor Jorge Alonso Blancas Hernández, médico adscrito a este

Organismo. (Fojas 59 a 61).

k) Audiencia de ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas

celebrada el día 27 veintisiete de enero de 2016 dos mil dieciséis.

(Fojas 72 a 74).

l) Escrito de fecha 27 veintisiete de enero de 2016, firmado por los

agraviados. (fojas 82 a 83).

m) Escrito firmado por la presunta autoridad responsable de fecha 12

doce de febrero de 2016, mediante el cual remite informe de hechos

motivo de la presente queja. (Foja 90 a 116).
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n) Escrito firmado por el maestro en derecho Juan Manuel Noya

Quintero, mediante el cual informa que se le notificó al C. Antonio

Campos Infante, respecto al desahogo de la testimonial a su cargo,

notificación con número de oficio SUB. S.P./UFR/0123/2016. (Foja

118 y 119).

o) Testimonial a cargo de José Luis Hernández Herrera, misma a la cual

no asistió. (Foja 121).

7. En ese contexto, se procede al análisis de fondo del presente asunto, al

tenor de los siguientes: 

CONSIDERANDOS 

I 

8. De la lectura de la inconformidad de XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX,

XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, por hechos presuntamente violatorios de 

los derechos humanos cometidos en su agravio y de XXXXXXXXXX, 

consistentes en: 

• Derecho a la integridad y seguridad personal: Tratos crueles,

inhumanos o degradantes, consistente en realizar cualquier acción

que produzca alteración de la salud física, mental o cualquier huella

material en el cuerpo.

9. La Comisión Estatal de los Derechos Humanos es un órgano de control

constitucional, no jurisdiccional, que pretende investigar el actuar de las 

autoridades señaladas como responsables a fin de establecer si por acción u 

omisión violentaron derechos humanos que reconoce la Constitución 
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Federal, así como los Tratados Internacionales suscritos por el Estado 

Mexicano, en perjuicio del presunto agraviado. 

10. Este Ombudsman reitera que no es de su injerencia investigar si los

hechos pudieran constituir delitos, pues tal atribución corresponde a la 

Institución del Ministerio Público, e imponer las penas, a los tribunales 

competentes para ello, según lo dispuesto por el artículo 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

II 

11. A continuación se procede al análisis de los ordenamientos normativos

que sustentan la actual situación jurídica de la parte agraviada, en los actos 

que reclama como violatorios de derechos humanos.  

12. El artículo 1° Constitucional establece que las normas relativas a los

derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y 

con los tratados internacionales de la materia, brindando protección amplia 

en todo tiempo a las personas. Todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

13. Todas las personas son titulares de los derechos humanos,

independientemente de su sexo, religión, preferencia sexual, situación 

económica, raza, etcétera, incluso a aquéllas que por la presunta comisión 

de hechos delictivos se encuentran sujetas a investigación penal o privadas 

de su libertad corporal. 
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14. Los servidores públicos sólo pueden realizar lo permitido por las

disposiciones legales y no pueden extralimitarse en el ejercicio de sus 

funciones e ir más allá de lo que expresamente la ley le permite, en 

menoscabo de los derechos humanos.  

15. Sobre la comisión de actos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos y

degradantes por parte de Agentes de la Policía Ministerial del Estado 

adscritos a la Procuraduría General de Justicia del Estado 

16. El Pleno de la Suprema Corte, estableció que de la dignidad humana,

como derecho fundamental para el ser humano reconocido en los tratados 

internacionales, se desprenden todos los demás derechos, en cuanto son 

necesarios para que el ser humano desarrolle íntegramente su personalidad, 

derecho fundamental que se encuentra previsto en el artículo 1º de la 

Constitución, pues sólo a través de su pleno respeto podría hablarse de un 

ser humano en toda su dignidad. 

17. El derecho a la integridad personal es aquél que tiene toda persona para

no sufrir actuaciones nocivas en su estructura corporal, sea física, fisiológica 

o psicológica, o cualquier otra alteración en el organismo que deje huella

temporal o permanente, que cause dolor o sufrimiento graves con motivo de 

la injerencia o actividad dolosa o culposa de un tercero. Se encuentra 

previsto en los artículos 5.1. de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, que establece que toda persona tiene derecho a que se respete 

su integridad física, psíquica y moral, y 7 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, así como en el diverso artículo 1 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que este 

precepto se reconoce que todas las personas son titulares de los derechos 
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reconocidos en los tratados internacionales de derechos humanos en los 

que el Estado Mexicano sea parte. 

18. De tal forma, el uso de la fuerza innecesaria y abusiva de los agentes de

la policía en contra de una persona que ha sido detenida, aun cuando ésta 

sea constitucional, lo cual implica un atentado a la dignidad humana. [Casos 

Loayza Tamayo vs Perú, Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997, 

párrafo 57; Caso del Penal Miguel Castro Castro vs Perú. Interpretación de 

la Sentencia de Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de agosto de 

2008, párrafo 76; Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. 

Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párrafo 133.] 

19. En México, todas las personas que son detenidas por la presunta

comisión de un delito son titulares de derechos que protegen su persona 

garantizando su integridad física y moral, entre dichos derechos se 

encuentra precisamente el derecho a no ser torturado.  

20. Este derecho que tienen sin excepción cualquier persona que sea

detenida por la presunta comisión de un delito a no ser torturado, no puede 

ser suprimido o restringido por la policía bajo ninguna circunstancia, tal como 

lo ha sostenido la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “[…] el 

Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente 

necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un 

atentado a la dignidad humana en violación del artículo 5 de la Convención 

Americana”. 
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21. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los artículos

19 último párrafo; 20, apartado B fracción II, y 22 párrafo primero, establece 

la prohibición de todo tipo de incomunicación, intimidación, maltrato o tortura. 

22. En la legislación secundaria, el fundamento de la prohibición de la tortura

tiene como referencia los artículos 1, 3, 6, 7, 8, 9 y 11 de la Ley Federal para 

Prevenir y Sancionar la Tortura.  

23. Los instrumentos internacionales sobre derechos humanos no dejan lugar

a ninguna duda o incertidumbre con respecto a la prohibición de la tortura y 

el maltrato. Manifiestan claramente que la tortura, los castigos u otros tratos 

crueles, inhumanos o degradantes no están justificados bajo ninguna 

circunstancia. 

24. En ese sentido, esta Suprema Corte ha reconocido que la proscripción de

la tortura es una directriz marcada por diversos instrumentos internacionales, 

algunos suscritos por México, lo que ha permitido comprender el concepto 

de tortura, así como las obligaciones de los Estados para proscribirla. Como 

parámetros de fuente internacional, se pueden citar los documentos 

siguientes: 

• Artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

• Artículo 2 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas

Crueles, Inhumanos o Degradantes.

• Artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

• Artículo 10 de la Convención Internacional sobre la Protección de los

Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares.

• Artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar

la Tortura.
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• Artículo 5 de la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los

Pueblos.

• Artículo 16 de la Carta Africana de los Derechos y Bienestar del Niño.

• Artículo 4 de la Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y

Sancionar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do

Pará).

• Artículo 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos

Humanos y de las Libertades Fundamentales.

• Principio 6 del Conjunto de Principios para la Protección de todas las

Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión.

• Artículo 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de

Hacer Cumplir la Ley.

• Regla 87(a) de las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección

de los Menores Privados de Libertad.

• Artículo 6 de la Declaración sobre los Derechos Humanos de los

Individuos que no son Nacionales del País en que viven.

• Regla 17.3 del instrumento Reglas Mínimas de las Naciones Unidas

para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing).

• Artículo 4 de la Declaración sobre la Protección de la Mujer y el Niño

en Estados de Emergencia o de Conflicto Armado.

• Directriz IV de las Líneas Directrices del Comité de Ministros del

Consejo de Europa sobre los Derechos Humanos y la Lucha Contra el

Terrorismo.

• Artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra.

• Artículos 49, 52, 87, 89 y 97del Convenio de Ginebra relativo al Trato

Debido a los Prisioneros de Guerra (Convenio III).
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• Artículos 40, 51, 95, 96, 100 y 119 del Convenio de Ginebra relativo a

la Protección Debida a las Personas Civiles en Tiempo de Guerra

(Convenio IV).

• Artículos75.2.ii del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del

12 de agosto de 1949, relativo a la Protección de las Víctimas de los

Conflictos Armados Internacionales (Protocolo I).

• Artículo 4.2.a. del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del

12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los

Conflictos Armados Sin Carácter Internacional (Protocolo II).

25. De conformidad con fichas fuentes internacionales, se desprende la

obligación de establecer dentro del sistema jurídico doméstico la condena a 

la tortura, bajo el contexto de delito, con independencia del grado de 

concreción — ya sea consumada o tentada—; el grado de intervención del 

sujeto que la perpetra—; la obligación de detener al torturador para 

procesarlo internamente o extraditarlo previa investigación preliminar; la 

obligación de sancionar con las penas adecuadas este delito; prestar todo el 

auxilio posible a todo proceso penal relativo a los delitos de tortura, 

incluyendo el suministro de toda prueba que posean; y, que ninguna 

declaración ni confesión obtenida bajo tortura será válida para configurar 

prueba en procedimiento alguno, salvo contra el torturador. 

26. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido la

importancia de los tratados y declaraciones en la materia; la interpretación 

de los mismos hecha por los organismos y tribunales autorizados, en cuanto 

estipulan la obligación de prohibir, prevenir, investigar y sancionar la tortura; 

realizando interpretación constitucional conforme al cual, establece la 
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prohibición de tortura, como directriz de protección a la integridad personal, 

que con el carácter de derecho humano que no puede suspenderse ni 

restringirse bajo ninguna circunstancia. De conformidad con lo anterior, para 

ese Alto Tribunal, el derecho a no ser objeto de tortura, ni de tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes, es un derecho absoluto con carácter de 

juscogens. Consecuentemente, las autoridades tienen la obligación de 

prevenir, investigar y sancionar la tortura. 

27. Por tortura se entiende todo acto por el cual un funcionario público, u otra

persona a instigación suya o con su consentimiento o aquiescencia, inflige a 

una persona penas o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el 

fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de 

castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o 

de intimidar a esa persona o a otras. No se considerarán tortura las penas o 

sufrimientos que sean consecuencia únicamente de la privación legítima de 

la libertad, o sean inherentes o incidentales a ésta [Las penas o sufrimientos 

inherentes o incidentales a la pena de prisión de los que aquí se habla tienen 

que ver con lo que en Psicología Forense se conoce como la “prisionización” 

(efectos psicosomáticos de la pena de prisión). No debe de perderse de vista 

que cuando una persona es ingresada a una institución carcelaria va a sufrir 

una experiencia traumatizante que va alterar su estado emocional de 

manera inevitable en los aspectos: a) Biológico: aumentos del instinto de 

ataque al no ser posible la huida, problemas para conciliar el sueño, 

problemas de privación sexual, sensoriales (visión, audición, gusto, olfato); 

b) Psicológico: pérdida de la autoestima, deterioro de la imagen del mundo

exterior debido a la vida monótona y minuciosamente reglada, acentuación 

de la ansiedad, la depresión, el conformismo, la indefensión aprendida, la 
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dependencia y c) Social: contaminación criminal, alejamiento familiar, 

laboral, aprendizaje de pautas de supervivencia extremas (mentir, dar pena, 

adopción del lenguaje y la “cultura” carcelaria).], siempre que no incluyan la 

realización de los actos o la aplicación de los métodos descritos antes en 

este párrafo. También se considera como tortura la aplicación sobre una 

persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a 

disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o 

angustia psíquica; ello conforme con lo dispuesto por los artículos 1.1 de la 

Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra la Tortura y 

otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 1.1 de la 

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 

la Tortura.  

28. De tal forma, ni la gravedad del delito, ni el combate a la delincuencia, ni

como estrategia para prevenir, remediar, disminuir, erradicar o investigar los 

delitos, ni circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o 

amenaza de guerra, inestabilidad política interna, estado de sitio o de 

emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías 

constitucionales, o cualquier otra emergencia pública, pueden invocarse para 

justificar la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes y 

tampoco podrán invocarse una orden de un funcionario superior o de una 

autoridad pública como justificación de la tortura. 

29. En ese contexto, atendiendo a que toda persona detenida por la presunta

comisión de un delito será tratada humanamente y con el respeto debido a la 

dignidad inherente al ser humano, se tiene que ningún funcionario 

encargado de hacer cumplir la ley [La expresión “funcionarios encargados de 
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hacer cumplir la ley” incluye a todos los agentes de la ley, ya sean 

nombrados o elegidos, que ejercen funciones de policía, especialmente las 

facultades de arresto o detención; esto de conformidad con lo dispuesto por 

el artículo 1 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de 

Hacer Cumplir la Ley.] podrá infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u 

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la orden 

de un superior o circunstancias especiales, como estado de guerra o 

amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política 

interna, ni un clima de inseguridad y de delincuencia o cualquier otra 

emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes. 

30. En consecuencia, son responsables de tortura:

a) Los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese

carácter ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, la

cometan directamente o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan.

b) Las personas que a instigación de los funcionarios o

empleados públicos ordenen, instiguen o induzcan a su

comisión, la cometan directamente o sean cómplices.

31. Todo acto de tortura u otro trato o pena cruel, inhumano o degradante

constituye una ofensa a la dignidad humana y será condenado como 

violación de los derechos humanos. Correspondiendo al Estado Mexicano 

tomar las medidas legislativas, administrativas, judiciales o de cualquier otra 

índole que sean efectivas para prevenir y sancionar la tortura en todo el 

territorio que está bajo su jurisdicción.  
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32. Las afirmaciones que se hacen en los párrafos 66 a 74 tienen su

fundamento jurídico en lo dispuesto por los artículos 5 de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos; 7 y 10.1 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos; 1, 3 y 4de la Declaración sobre la Protección de 

todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes; 1.1 y 2 de la Convención contra la Tortura y otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 5 del 

Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 

Ley; XXV párrafo tercero de la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre; 5.1 y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; 1, 3, 6, 7.1 y 21 del Conjunto 

de Principios para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier 

forma de Detención o Prisión y 31 de las Reglas Mínimas para el 

Tratamiento de los Reclusos. 

33. La Corte Interamericana de Derechos Humanos en su jurisprudencia ha

establecido que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos; que la prohibición absoluta de la tortura, tanto física 

como psicológica, es una norma de contenido inderogable y con el carácter 

de iuscogens internacional. Dicha prohibición subsiste aun en las 

circunstancias más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha 

contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de 

emergencia, conmoción o conflicto interno, suspensión de garantías 

constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias o 

calamidades públicas [Caso Baldeón García vs Perú. Fondo, Reparaciones y 
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Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Párrafo 117. Caso Bueno Alves vs 

Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 

2007. Párrafos 76 y 77.] 

34. Según el criterio sostenido por la Corte Interamericana de Derechos

Humanos se está frente a un acto constitutivo de tortura cuando el maltrato 

sea: a) intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se 

cometa con cualquier fin o propósito, entre ellos, la investigación de delitos 

[Caso Bayarri vs Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Párrafo 81. Caso Bueno Alves 

vs Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 

2007. Párrafo 79. Caso Cantoral Benavides vs Perú. Fondo. Sentencia de 18 

de agosto de 2000. Párrafos 97 y 100.]. Para la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, los actos de tortura son aquellos actos que han sido 

“preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su 

resistencia psíquica y forzarla a auto inculparse o a confesar determinadas 

conductas delictivas o para someterla a modalidades de castigos adicionales 

a la privación de la libertad en sí misma” [Caso Tibi vs Ecuador. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre 

de 2004. Párrafo 146. Caso Maritza Urrutia vs Guatemala. Fondo, 

Reparaciones y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Párrafo 93].  

35. En el caso de presunción de tortura de personas detenidas bajo custodia

estatal, la Corte Interamericana de Derechos Humanosha establecido que el 

Estado es responsable, en su condición de garante de los derechos 

consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto 

de San José de Costa Rica”, de la observancia del derecho a la integridad 

personal de todo individuo que se halla bajo su custodia.[Caso López 
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Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 

febrero de 2006. Párrafo 106.] 

36. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que cuando

existan indicios de la ocurrencia de tortura, el Estado deberá iniciar de oficio 

y de inmediato una investigación imparcial, independiente y minuciosa que 

permita determinar la naturaleza y el origen de las lesiones advertidas, 

identificar a los responsables e iniciar su procesamiento. [Caso Gutiérrez 

Soler vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de 

septiembre de 2005. Párrafo 54. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. 

México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

26 de noviembre de 2010.Párrafo 135. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Párrafo 

88.] 

37. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos tiene

especial relevancia; esto si se tiene en cuenta que el Estado Mexicano ha 

aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; 

por lo tanto, los criterios emitidos por la Corte Interamericana son 

obligatorios cuando se trate de sentencias en las que el Estado Mexicano 

hubiera sido parte en una controversia o litigio ante esa jurisdicción [Tesis 

aislada con el rubro: “SENTENCIAS EMITIDAS POR LA CORTE 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. SON VINCULANTES EN 

SUS TÉRMINOS CUANDO EL ESTADO MEXICANO FUE PARTE EN EL 

LITIGIO.”, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, Diciembre de 

2011, p. 556.]; y serán orientadores cuando derivan de sentencias en donde 

el Estado Mexicano no intervino como parte en el litigio [Tesis aislada con el 
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rubro: “CRITERIOS EMITIDOS POR LA CORTE INTERAMERICANA DE 

DERECHOS HUMANOS CUANDO EL ESTADO MEXICANO NO FUE 

PARTE. SON ORIENTADORES PARA LOS JUECES MEXICANOS 

SIEMPRE QUE SEAN MÁS FAVORABLES A LA PERSONA EN TÉRMINOS 

DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.”, Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, Diciembre de 2011, p. 550.].  

38. Sobre la tortura, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostiene

en la Recomendación General número 10, que cuando existe la sospecha 

fundada de que se ha cometido un acto de tortura, es necesario que el 

Estado asegure que ante cualquier denuncia de tortura se realice una 

investigación y se logre el castigo de los responsables. De igual manera, 

dentro de las medidas efectivas que debe tomar el Estado, en opinión de la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, está asegurar a las víctimas 

de tortura una reparación y el derecho a indemnización justa y adecuada, así 

como una rehabilitación lo más completa posible.  

39. Con relación a las obligaciones del Estado Mexicano para prevenir,

investigar, sancionar y erradicar la tortura, atendiendo a lo dispuesto por el 

artículo 22 constitucional que establece la prohibición de todo tipo de 

incomunicación, intimidación, maltrato o tortura o cualquier otro trato o pena 

cruel, inhumana y degradante, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación resolvió que las autoridades de nuestro país tiene las 

siguientes obligaciones:  

a) Establecer dentro de su ordenamiento jurídico interno la condena

a la tortura como un delito, sea consumada o tentativa;
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b) Sancionar tanto al que la comete como al que colabora o participa

en ella;

c) Detener oportunamente al torturador a fin de procesarlo

internamente o extraditarlo, previa investigación preliminar;

d) Sancionar con las penas adecuadas este delito;

e) Indemnizar a las víctimas;

f) Prestar todo el auxilio posible a todo proceso penal relativo a los

delitos de tortura, incluyendo el suministro de toda prueba que

posean; y

g) Prohibir que toda declaración o confesión que ha sido obtenida

bajo tortura sea considerada válida para los efectos de configurar

prueba en procedimiento alguno, salvo contra el torturador. [Tesis

1a. CXCII/2009, con el rubro: “TORTURA. OBLIGACIONES DEL

ESTADO MEXICANO PARA PREVENIR SU PRÁCTICA.”.

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época,

t. XXX, Noviembre de 2009, p. 416.

40. Los términos tortura y malos tratos no siempre han estado

debidamente diferenciados, al grado de ser considerados sinónimos. 

Sin embargo, existen ciertos elementos que nos permiten distinguirlos 

apropiadamente. Si bien es cierto ambos términos implican sufrimientos, 

dolores, angustias, temores o amenazas infligidas de manera intencional por 

parte de servidores públicos ya sea a nivel corporal (físico) o emocional 

(psicológico). La diferencia radica en que en el caso de la tortura, tales actos 

tienen como propósito obtener cierta información, cierto actuar u omisión de 
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parte del agraviado o de los ofendidos, infligir castigos, así como de la 

posibilidad de auto inculparse por la comisión de hechos ilícitos. 

41. En tanto que en los malos tratos, no existe propósito determinado

concreto. El mal trato se inflige como un acto, prepotente, de 

superioridad. Es indispensable anotar que en el ejercicio de sus 

funciones, las autoridades encargadas de cuidar el orden (autoridades 

policiales específicamente), deben hacer uso de la fuerza a efecto de 

someter a las personas que contravengan el orden jurídico mexicano. 

42. Para los instrumentos jurídicos internacionales, la tortura, los castigos u

otros tratos crueles, inhumanos o degradantes no se justifican bajo ninguna 

circunstancia. 

43. En ese contexto, ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley

podrá infligir, instigar o tolerar actos de tortura u otros tratos o penas crueles, 

inhumanas o degradantes, ni invocar la orden de un superior para 

ejecutarlos. 

44. En relación a las detenciones, el Código de Conducta para Funcionarios

Encargados de Hacer Cumplir la Ley, establece que dichos funcionarios 

usarán la fuerza cuando sea estrictamente necesario y en la medida 

requerida en el desempeño de sus tareas, debiendo ser de forma 

excepcional al momento de detener a una persona; estándoles prohibido 

infligir, instigar o tolerar algún acto de tortura u otros tratos o penas, crueles, 

inhumanos o degradantes en perjuicio de alguna persona, no pudiéndose 

justificar en la orden de un superior o circunstancias especiales, como la 

guerra o la seguridad; debiendo respetar en todo momento la dignidad 

humana y los derechos humanos de todas las personas (artículos 1°, 2° y 
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5°). En los mismos términos se expresan los Principios Básicos Sobre el Uso 

de la Fuerza y las Armas de Fuego por los Funcionarios encargados de 

hacer cumplir la Ley, dicho instrumento sostiene en su numeral 15 que tales 

autoridades no podrán emplear la fuerza en personas bajo custodia o 

detenidos, salvo cuando sea estrictamente necesario. 

45. Aunado a lo anterior, otros adoptados por la Organización de las

Naciones Unidas, que determinan que es obligación de los funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley, la protección y respeto de la dignidad de 

las personas durante los operativos que efectúen en ejercicio de las 

funciones que le atribuye la norma jurídica. 

III 

46. En razón de lo anterior y atendiendo a lo establecido en el artículo109 de

la Ley de Comisión Estatal de los Derechos Humanos, se hace el estudio y 

valoración de los elementos probatorios ofrecidos por las partes en diversas 

oportunidades procesales, ello bajo el principio de sana crítica, lográndose 

determinar de las mismas que la parte quejosa, expuso que los hechos 

motivo de la presente queja sucedieron cuando los multicitados agentes, los 

detuvieron y posteriormente los subieron a unos vehículos sin ningún tipo de 

serigrafía, y torturarlos en repetidas ocasiones. 

47. La parte quejosa robustece su dicho con el certificado médico de

XXXXXXXXXX, certificado que avaló el doctor Jorge Alonso Blancas 

Hernández, quién en la lesión que número con arábigo 02, menciona que 

dicha lesión se presume haber sido ocasionada con una chicharra; sin 

embargo, que las lesiones descritas en ese certificado tardan en sanar 

menos de 15 quince días.  
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48. Con oficio de fecha 22 veintidós de octubre de 2015 dos mil quince,

firmado por Erick Fidel Ruiz Mejía, Segundo Comandante de la Unidad de 

Fuerza Rural de Pátzcuaro, Michoacán, rindió su informe sobre los actos 

reclamados, expuso que no son ciertos los actos reclamados por los 

quejosos, y arroja la carga de la prueba a los ahora agraviados, además de 

señalar que los hechos ocurrieron de distinta manera, ya que detuvieron 

únicamente a XXXXXXXXXX, por el motivo de una llamada telefónica 

realizada a la base de radio de la Unidad de la Fuerza Rural, de quien dijo 

llamarse XXXXXXXXXX, quién les informo que le habían robado unas vacas 

y que iba siguiendo a esa persona, por lo cual se le dio la indicación a 

Antonio Campos Infante, Elemento de la Fuerza Rural, en compañía del 

Agente Ministerial José Luis Hernández Herrera, quienes se trasladaron al 

lugar de los hechos, en donde localizaron al ahora quejoso, quien fue puesto 

a disposición en esta Ciudad Capital, en las instalaciones de la Procuraduría 

General de Justicia [...] Que la narración hecha por los agraviados es falsa, 

ya que la detención ocurrió en una brecha ubicada en la carretera San 

Andrés Puácuaro, Municipio de Erongaricuaro, y que las lesiones con las 

que contaba el quejoso lo fueron a raíz de que el quejosos trato de huir y se 

cayó en los matorrales, ya que por la oscuridad de la noche y sin luz, 

además de existir una barranca y piedras, motivo por el cual tiene esas 

lesiones,  

49. En ese mismo escrito, la autoridad responsable anexó el certificado

corporal de lesiones de XXXXXXXXXX en donde se aprecia que cuenta 

lesiones, sin que tarden en sanar menos de quince días, dicho certificado 

medico firmado por el perito médico forense Omar Haro Avalos, adscrito a la 

Procuraduría General de Justicia. De ello, se observa que algunas lesiones 
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coinciden con su narración de hechos, por lo que la actuación de la 

autoridad no se encuentra apegada a los lineamientos del artículo 19 de la 

Constitución Federal, ni a los tratados internacionales en materia de 

derechos humanos. 

50. Si bien es cierto, que en los dos certificados las lesiones tardan en sanar

menos de quince días, el certificado médico realizado por personal de este 

Organismo goza de total validez y refiere lesiones que en el del personal de 

la Procuraduría no refiere.  

51. La Salud (OMS) en su documento de Constitución, mismo que adoptado

por la Conferencia Sanitaria Internacional, celebrada en Nueva York del 19 

de junio al 22 de julio de 1946, señala que: “La salud es un estado de 

completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de 

afecciones o enfermedades”. 

52. El parámetro de protección Constitucional del derecho a la salud lo

encontramos en el artículo 4 de la Constitución Federal que establece: “Toda 

persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la 

concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de 

salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 

de esta Constitución.” 

53. En tal sentido, la suprema Corte de Justicia de la Nación ha precisado:

“La protección de la salud constituye un derecho fundamental que el Estado 

está obligado a garantizar; y que está tutelado por los artículos 4o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de 
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Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 10 del Protocolo Adicional a 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales”. [Época: Décima Época; Registro: 

2010052; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: 

Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Publicación: viernes 

25 de septiembre de 2015 10:30 h; Materia(s): (Constitucional); Tesis: 

IX.1o.1 CS (10a.); Rubro DERECHO HUMANO A LA PROTECCIÓN DE LA

SALUD. PARA GARANTIZARLO, EL INSTITUTO MEXICANO DEL 

SEGURO SOCIAL DEBE SUMINISTRAR A SUS BENEFICIARIOS LOS 

MEDICAMENTOS QUE SE LES PRESCRIBAN, AUN CUANDO NO ESTÉN 

INCLUIDOS EN EL CUADRO BÁSICO Y CATÁLOGO DE INSUMOS DEL 

SECTOR SALUD.] 

54. Por lo anterior, se puede señalar que las lesiones vienen a constituir el

aspecto de afectación a dicho derecho a la salud. Al efecto, se debe tener 

presente que “Desde el punto de vista médico una lesión es "el producto de 

un traumatismo o la secuela orgánica o fisiopatológica que un organismo 

experimenta como consecuencia de una noxa externa". Desde el punto de 

vista jurídico, se conceptúa como lesión a: "todo daño en el cuerpo o en la 

salud". La noción de daño lleva implícita la idea de perjuicio. Se engloba 

dentro de este concepto a la resultante de la acción de un factor externo que 

afecte la estructura anatómica o sea que determine cambios en la morfología 

tanto interna como externa del organismo humano o que le provoque un 

detrimento en la salud en el aspecto psíquico, somático o funcional 

concerniente a alguno de los sentidos, órganos, aparatos, sistemas, 

miembros y/ o aptitudes en general.” [PATITÓ, José Ángel, MEDICINA 

LEGAL, Ediciones Centro Norte, Argentina, 2000, Página 219] 
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55. Para mayor claridad del concepto el Código Penal Federal en su artículo

288, precisa: “Bajo el nombre de lesión, se comprende no solamente las 

heridas, escoriaciones, contusiones, fracturas, dislocaciones, quemaduras, 

sino toda alteración en la salud y cualquier otro daño que deja huella 

material en el cuerpo humano, si esos efectos son producidos por una causa 

externa.”. En ese tenor, el Código Penal del Estado de Michoacán, 

preceptúa como principio de bien jurídico, en el artículo 4: “Únicamente será 

constitutiva de delito la acción u omisión que lesione o ponga en peligro al 

bien jurídico tutelado por la ley penal”. De tal forma, el numeral 125 del 

citado ordenamiento legal, consigna que comete la figura típica de lesiones 

“quien cause a otra persona un daño o alteración en su salud”. 

56. Ante ello, se considera como una infracciones a derecho humano

fundamental, que viene a ser la salud, cualquier actos tendiente a afectar 

dicho bien jurídico, lo que acontece cuando se atenta contra la integridad 

física o la salud de una persona, lo cual se agrava cuando quien comete la 

vulneración es un servidor públicos. 

57. En concordancia con ello, la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos dispone en sus numeral 21, párrafo primero que: “La 

investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, 

las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de 

esta función”, señalando además que: “Las instituciones de seguridad 

pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio 

Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán 

coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y 

conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública”. 
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58. Por su parte, la Constitución Política del Estado de Michoacán de

Ocampo, señala en el artículo 72 fracciones I y IX, que son auxiliares de los 

órganos encargados de administrar justicia, entre otros, la Secretaria de 

Seguridad Pública y los cuerpos policíacos del Estado y de los municipios.  

59. Por su parte, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública de

Michoacán de Ocampo, establece en su numeral 2: “La seguridad pública es 

una función a cargo del Estado y los Municipios, que tiene como fines 

salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar 

las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial 

y general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de 

las infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución 

de los delitos y la reinserción social del individuo, en términos de esta Ley, 

en las respectivas competencias establecidas en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y en la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Michoacán de Ocampo”. 

60. Ese mismo ordenamiento legal, que en su numeral 5 fracción XIX define

como Instituciones de Seguridad Pública a la Procuraduría, la Secretaría, los 

cuerpos de policía, de vigilancia y custodia de los establecimientos 

penitenciarios, de detención preventiva, o de centros de arraigos; y en 

general, todas las dependencias encargadas de la Seguridad Pública del 

Estado y sus municipios, que realicen funciones similares; señala además en 

su artículo 4: ”Las instituciones de Seguridad Pública desde su más alto 

mando, serán de carácter civil, disciplinado y profesional, su actuación se 

regirá además, por los principios establecidos en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y en la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Michoacán de Ocampo.” 
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61. La referida Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública de Michoacán

de Ocampo, precisa que: “Artículo 115. Siempre que se use la fuerza pública 

se hará de manera racional, congruente, oportuna y con respeto a los 

derechos humanos.”, ante ello, resulta esencial por parte de todos los 

elementos adscritos a la Secretaria de Seguridad Pública, la observancia de 

las disposiciones disciplinarias reguladas en el dispositivo legal mencionada, 

particularmente en cumplimiento a los dispuesto en los siguientes 

dispositivos normativos: “Artículo 168. La disciplina comprende el aprecio de 

sí mismo, la pulcritud, los buenos modales, el rechazo a los vicios, la 

puntualidad en el servicio, la exactitud en la obediencia, el escrupuloso 

respeto a las leyes, reglamentos y a los derechos humanos. La disciplina es 

la base del funcionamiento y organización de las instituciones de Seguridad 

Pública, por lo que sus Integrantes deberán sujetar su conducta a la 

observancia de las leyes, órdenes y jerarquías, así como a la obediencia y al 

alto concepto del honor, de la justicia y de la ética. La disciplina demanda 

respeto y consideración mutua entre quien ostente un mando y sus 

subordinados. Artículo 169. Las instituciones de Seguridad Pública exigirán 

de sus integrantes el más estricto cumplimiento del deber, a efecto de 

salvaguardar la integridad y los derechos de las personas, prevenir la 

comisión de delitos, y preservar las libertades, el orden y la paz públicos. 

Artículo 170. El régimen disciplinario se ajustará a los principios establecidos 

en la Constitución, la Constitución Estatal, la presente Ley y los 

ordenamientos legales aplicables, y comprenderá los deberes, las 

correcciones disciplinarias, las sanciones y los procedimientos para su 

aplicación.” 
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62. El Reglamento de la Policía Estatal Preventiva del Estado de Michoacán

de Ocampo, publicado en el periódico oficial del Estado el 16 dieciséis de 

julio de 2007 dos mil siete, vigente a la fecha que se cometieron los hechos 

materia de queja, precisaba textualmente: “Artículo 25. La función policial 

tiene como principios rectores la honestidad, la imparcialidad, el 

profesionalismo y la eficiencia. Tiene como principio superior el respeto a los 

derechos y libertades fundamentales del ser humano y se concibe a la 

seguridad pública como un derecho fundamental de la sociedad. Artículo 26. 

Para que la actuación de los elementos de la Policía Estatal Preventiva se 

apegue a los principios rectores de la actuación policial, tendrán los 

siguientes deberes: I. Conducirse siempre con apego al orden jurídico y 

respeto a los derechos humanos; II. Prestar auxilio a las personas 

amenazadas por algún peligro o que hayan sido víctimas de algún delito, así 

como brindar protección a sus bienes y derechos. Su actuación será 

congruente, oportuna y proporcional al hecho; III. Cumplir sus funciones con 

absoluta imparcialidad, sin discriminar a persona alguna por su raza, religión, 

sexo, condición económica o social, preferencia sexual, ideología política o 

por algún otro motivo; IV. Abstenerse en todo momento y bajo cualquier 

circunstancia de infligir, tolerar o permitir actos de tortura u otros tratos o 

sanciones crueles, inhumanos o degradantes, aun cuando se trate de una 

orden superior o se argumenten circunstancias especiales, tales como 

amenaza a la seguridad pública, urgencia de las investigaciones o cualquier 

otra; al conocimiento de ello, lo denunciará inmediatamente ante la autoridad 

competente; V. Observar un trato respetuoso con todas las personas, 

debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar indebidamente las 
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acciones o manifestaciones que, en ejercicio de sus derechos 

constitucionales y con carácter pacífico realice la población;” 

63. Acorde a lo establecido en la Ley de Responsabilidades y Registro

Patrimonial de los Servidores Públicos del Estado de Michoacán y sus 

Municipios, la cual tiene por objeto, según se precisa en su Artículo 1: 

“garantizar el cumplimiento de los principios de legalidad, honradez, 

transparencia, lealtad, institucionalidad, imparcialidad y eficiencia en el 

servicio público, mediante la regulación de: I. Sujetos de responsabilidad;”, 

teniendo tal carácter (de sujetos de responsabilidad), los servidores públicos, 

entiendo por ello a los“ . . . funcionarios y empleados, que bajo cualquier 

concepto o régimen laboral desempeñen un empleo, cargo o comisión, . . . 

en los poderes Legislativo y Judicial, dependencias centralizadas y 

entidades paraestatales del Poder Ejecutivo, . . . todos del Estado de 

Michoacán de Ocampo.” 

64. Como se ha señalado, el derecho a la integridad y seguridad personal es

la prerrogativa que tiene toda persona a no sufrir actuaciones nocivas en su 

estructura corporal, fisonómica, fisiológica o psicológica o cualquier otra que 

deje huella temporal o permanente que cause dolor o sufrimiento graves, 

con motivo de la injerencia o actividad dolosa o culposa de un tercero 

(elementos de seguridad pública o de cualquier corporación policiaca). 

Implica no sufrir alteraciones en las estructuras físicas y psíquicas en el 

organismo humano, obligando a las autoridades de abstenerse de realizar 

conductas que produzcan dichas alteraciones y que la ley que rige el actuar 

de los mismos no permite, esto en el desempeño de sus funciones y en  
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65. De lo anterior, se despende el carácter de servidores públicos que tienen

José Luis Hernández Herrera, Policía Ministerial de la procuraduría General 

de Justicia del Estado y Antonio Campos Infante, Policía Rural de Pátzcuaro, 

Michoacán, por lo cual, deben ceñir su conducta y comportamiento al 

irrestricto cumplimiento de su labor sin abusar de sus facultades otorgadas 

por la ley, debiendo precisar que el artículo 8 del ordenamiento legal 

señalado en el apartado anterior, dispone que los servidores públicos del 

Estado de Michoacán“, además de las obligaciones específicas que 

correspondan a su cargo, empleo o comisión, para salvaguardar los 

principios de legalidad, honradez, transparencia, lealtad, imparcialidad y 

eficiencia” tendrán entre otras obligaciones: “I. Cumplir y hacer cumplir esta 

ley, así como toda normatividad que regule el servicio público que 

desempeñe; II. Cumplir con diligencia el servicio que les sea encomendado y 

abstenerse de realizar actos u omisiones que causen la suspensión, 

obstrucción o deficiencia del servicio o que impliquen abuso o ejercicio 

indebido de su empleo, cargo o comisión.” 

66. Cuando cualquier elemento policiaco, incluido los que se encuentran

adscritos a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Michoacán, no 

se sujetan al escrupuloso respeto a las leyes y reglamentos y con su 

conducta infringen los principios de legalidad, honradez, objetividad, lealtad, 

imparcialidad, eficiencia, profesionalismo y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución conforme a los cuales deben de realizar su 

función relativa a la procuración de justicia, podrán imponérseles a los 

policías ministeriales infractores las sanciones disciplinarias a las que se 

hayan hecho acreedores, pudiendo incluso ser destituidos de su cargo.  
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67. Una vez que éste Organismo ha estudiado y valorado los elementos

probatorios que obran dentro del expediente de queja que nos ocupa, de 

conformidad a lo establecido en los artículos 29, fracción I, 61, fracción IV, 

73, 74 y 75 de la Ley de Comisión Estatal de los Derechos Humanos, es 

posible determinar en relación al acto reclamado por XXXXXXXXXX, 

XXXXXXXXXX, XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, por hechos presuntamente 

violatorios de los derechos humanos cometidos en su agravio y de 

XXXXXXXXXX, consistentes en violación a la dignidad humana, por la 

comisión de actos consistentes en tratos crueles, inhumanos y degradantes 

que constituye una  violación al derecho a la integridad y seguridad personal. 

68. De tal forme, de las actuaciones que obran en el expediente de queja, se

aprecia que las autoridades responsables al ejercer sus funciones y 

facultades, no respetaron los derechos humanos de los ahora agraviados, 

desapartando su actuar de la obligación que tienen de conducirse en todo 

momento apegados al orden jurídico, lo que implica respetar los derechos 

humanos de los ciudadanos, cumplir sus funciones con absoluta 

imparcialidad, sin discriminar a ninguna persona por cualquier motivo, 

abstenerse en todo momento y bajo cualquier circunstancia de infligir, tolerar 

o permitir actos de tortura u otros tratos o sanciones crueles, inhumanas o

degradantes, además de vigilar en todo momento que a cualquier detenido 

se le respeten en todo momento los derechos inherentes a todo ser humano 

y en caso de observar alguna violación a los derechos humanos de los 

detenidos, tendrán que realizar inmediatamente la denuncia ante la 

autoridad competente, así como hacerlo del conocimiento a su superior 

jerárquico, éste Ombudsman observa que contrario a lo anterior todas las 

autoridades que rindieron informe intentaron justificar su actuar al referir que 
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encontraron en flagrancia al agraviado, sin embargo, no habla de las 

detenciones de todos los quejosos, y es de notar, que al único que 

retuvieron en el cereso fue a XXXXXXXXXX, los elementos de la Policía 

ejercieron violencia física en su contra, sin que exista justificación legal 

alguna de violentar su dignidad, originando dicha acción por parte de los 

elementos de la Policía una consecuencia a la integridad del ahora quejoso, 

abusando los elementos de la policía señalados como responsables de la 

autoridad investida por el cargo con que cuentan. 

69. Los servidores públicos José Luis Hernández Herrera, Policía Ministerial

de la procuraduría General de Justicia del Estado y Antonio Campos Infante, 

Policía Rural de Pátzcuaro, Michoacán, en contra de quien se enderezó está 

queja, tenían la obligación procesal de demostrar ante esta Comisión 

Estatal, que XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, no fueron objeto de tortura u 

otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, que prohíbe la 

fracción II del apartado B del artículo 20 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, sin limitarse tan sólo a su dicho, pues deben 

tener bien presentes los principios que encierra el apartado A fracciones V y 

IX del propio artículo 20 Constitucional, en cuanto a la carga de la prueba y 

las pruebas obtenidas con violación a los derechos humanos, que serán 

nulas. Esto es, que debieron haber acercado pruebas idóneas y suficientes a 

este procedimiento de queja, en cuanto que a los quejosos XXXXXXXXXX y 

XXXXXXXXXX, mientras permanecieron bajo su poder y custodia, fue que 

sufrieron diversas lesiones que afectaron su integridad corporal, lo que se 

desprende de los certificados médicos elaborados durante el tiempo que 

estuvo recluido en la cárcel preventiva (Barandilla o separos),mismos que en 

este tipo de casos resultan las pruebas idóneas y necesarias para evidenciar 
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plenamente la sana integridad corporal de los detenidos, o como en la 

especie aconteció, las lesiones sufridas en su integridad corporal. 

70. Este Organismo robustece el mal actuar de los multicitados funcionarios

públicos en virtud de que; no obstante estar debidamente notificados para el 

desahogo de las diversas audiencias en las instalaciones de esta Comisión, 

ninguno asistió a las mimas, es por ello que se denota la falta de interés de 

la autoridad.  

71. En consecuencia, se determina que los medios de prueba que obran

dentro de este expediente de queja son suficientes e idóneos para acreditar 

que en perjuicio de XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, se cometieron 

conductas consistentes en violación a la dignidad humana, por la comisión 

de actos consistentes en tratos crueles, inhumanos y degradantes que 

constituye una ofensa a la dignidad humana, por parte de José Luis 

Hernández Herrera, Policía Ministerial de la procuraduría General de Justicia 

del Estado y Antonio Campos Infante, Policía Rural de Pátzcuaro, 

Michoacán, lo que se traduce además en la violación al derecho de la 

seguridad jurídica de los quejosos en la modalidad de prestación indebida 

del servicio público, por lo que corresponde al Estado tomar las medidas 

judiciales o de cualquier otra índole, para sancionar la tortura en todo el 

territorio que está bajo su jurisdicción, sometiendo ante las autoridades 

competentes a los servidores públicos presuntos responsables para que en 

todo caso, hagan valer su derecho de defensa. 

72. Reparación del daño

73. Según dispone el artículo 1º, párrafo tercero de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos: “Todas las autoridades, en el ámbito de sus 



Fernando Montes de Oca #108. Chapultepec Nte. 

C.P. 58260 Morelia, Mich.

Tel. 01 (443) 11 33 500

Lada Sin Costo 01 800 64 03 188 

En términos de lo previsto en los artículos 12, 13, 39 fracción II, 97 y 102 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Michoacán, en esta versión pública se 

suprime la información considerada legalmente como reservada y/o confidencial que encuadra en dichos 

supuestos normativos. 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”. 

74. La obligación de reparar los daños por violaciones a los derechos

humanos y la de reconocer la responsabilidad objetiva y directa del Estado 

está contemplada en los artículos 1° y 113 del Pacto Federal, regulada por la 

Ley General de Víctimas, la cual establece que la reparación integral 

comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 

satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, 

colectiva, material, moral y simbólica. La víctima es toda aquella personas 

física que haya sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, 

emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes 

jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o 

violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 

tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea Parte (artículo 

4). 

75. Continuando con el citado cuerpo normativo, la reparación integral

comprende la rehabilitación que busca facilitar a las víctimas hacer frente a 

los efectos sufridos por las violaciones de derechos humanos; la 

compensación ha de otorgarse a las víctimas de forma apropiada y 

proporcional a la gravedad de la violación de derechos humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso; la satisfacción que 

busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas; las medidas de no 

repetición buscan que la violación de derechos sufrida por la víctima no 
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vuelva a ocurrir, y la reparación colectiva entendida como un derecho del 

que son titulares los grupos, comunidades u organizaciones sociales que 

hayan sido afectadas por la violación de los derechos individuales de los 

miembros de los colectivos, o cuando el daño comporte un impacto 

colectivo. La restitución de los derechos afectados estará orientada a la 

reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que reconozca la 

afectación en la capacidad institucional de garantizar el goce, la protección y 

la promoción de los derechos en las comunidades, grupos y pueblos 

afectados (artículo 27, fracciones II a VI).  

76. En consecuencia, esta Comisión Estatal de los Derechos Humanos, se

permite formular respetuosamente, a ustedes, señor Secretario de 

Seguridad Pública en el Estado de Michoacán, las siguientes: 

RECOMENDACIONES 

A Usted Procurador General de Justicia en el Estado de Michoacán: 

PRIMERA. Dé vista al Director General de Asuntos Internos de la 

Procuraduría General de Justicia del Estado para que con arreglo de las 

facultades que le han sido conferidas por la Ley Orgánica de esa fiscalía, 

como autoridad competente para atender quejas y denuncias por la 

Comisión de Faltas Administrativas en los términos de la Ley de 

Responsabilidades y Registro Patrimonial de los servidores públicos del 

Estado de Michoacán y sus municipios, realice la investigación 

correspondiente respecto a los hechos realizados por personal de esa 

Procuraduría que constituyeron claramente una violación a los derechos del 
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quejoso, traduciéndose primordialmente en los tratos crueles, inhumanos o 

degradantes de los que fue víctima XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX para 

que se sancione al responsables, la cual deberá analizar la gravedad de la 

falta a fin de que la severidad de la sanción aplicada corresponda a la 

misma; debiendo de informar a esta comisión del inicio de la investigación 

hasta la conclusión del procedimiento respectivo.  

SEGUNDA. En atención a la garantía de no repetición, deberá tomar las 

medidas necesarias para que el personal bajo su mando se abstenga en el 

futuro de realizar actos de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes 

en contra de la personas que se encuentren bajo su custodia al momento de 

su detención y/o al encontrarse en las instalaciones que ocupan las áreas de 

esa Procuraduría General de Justicia del Estado. 

A Usted Secretario de Seguridad Pública en el Estado de Michoacán: 

PRIMERA. De vista al encargado de la Dirección de Asuntos Internos de la 

Secretaria de Seguridad Pública del Estado para que con arreglo de las 

facultades que le han sido conferidas por la Ley Orgánica de esa Secretaria, 

como autoridad competente para atender quejas y denuncias por la 

Comisión de Faltas Administrativas en los términos de la Ley de 

Responsabilidades y Registro Patrimonial de los servidores públicos del 

Estado de Michoacán y sus municipios, realice la investigación 

correspondiente respecto a los hechos realizados por personal de esa 

Secretaria que constituyeron claramente una violación a los derechos del 

quejoso, traduciéndose primordialmente en los tratos crueles, inhumanos o 

degradantes de los que fue víctima XXXXXXXXXX y XXXXXXXXXX, para 

que en caso de comprobarse la conducta se sancione al responsables, la 
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cual deberá analizar la gravedad de la falta a fin de que la severidad de la 

sanción aplicada corresponda a la misma; debiendo de informar a esta 

comisión del inicio de la investigación hasta la conclusión del procedimiento 

respectivo. 

SEGUNDA. En atención a la garantía de no repetición, deberá tomar las 

medidas necesarias para que el personal bajo su mando se abstenga en el 

futuro de realizar actos de tratos crueles, inhumanos o degradantes en 

contra de la personas que se encuentren bajo su custodia al momento de su 

detención y/o al encontrarse en las instalaciones que ocupan las áreas de 

esa Secretaria de Seguridad Publica. 

TERCERA. Dese vista a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 

Víctimas para que se ingresen al Registro Estatal de Victimas a 

XXXXXXXXXX, en su calidad de víctima y se adopten las medidas que 

resulten pertinentes para la atención, asistencia, apoyo y reparación integral, 

conforme a la Ley General de Víctimas y demás disposiciones aplicables. 

De conformidad con el artículo 114 de la actual Ley de la Comisión Estatal 

de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo, deberá dar respuesta 

sobre la aceptación de esta recomendación, dentro de los 10 días naturales 

siguientes a su notificación y remitir pruebas de cumplimiento dentro de los 

términos señalados para el efecto.  

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la 

presente Recomendación no fue aceptada, quedando este Ombudsman en 

libertad para hacer pública esta circunstancia. (Numeral 118 de la Ley 

vigente que rige al Organismo) 
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Llamo su atención sobre el artículo 115 fracción I de la Ley de la Comisión 

Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo que a la letra 

dice: “Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o 

cumplidas, se procederá conforme a lo siguiente: La autoridad o servidor 

público de que se trate deberá fundar, motivar y hacer pública su negativa, y 

atender el llamado en su caso del Congreso, a comparecer a efecto de que 

expliquen el motivo de su negativa;”; en concordancia a lo que establece el 

artículo 1° párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos mismo que señala: “Todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.” 

ATENTAMENTE 

MAESTRO VÍCTOR MANUEL SERRATO LOZANO 

PRESIDENTE 

C. c. p. Comisión Ejecutiva Estatal De Atención a Víctimas.




